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1.- VISTOS  

Providencia orientada a definir los recursos de apelación oportunamente interpuestos y debidamente sustentados por el Defensor y el apoderado de la Parte Civil, dentro del proceso que se adelanta por los punibles de FALSEDAD MATERIAL EN DOCUMENTO PRIVADO, FRAUDE PROCESAL y ESTAFA en grado de tentativa, en el que figura como procesado JESÚS ANTONIO BEDOYA, contra el fallo que condenó al acusado a la pena principal de VEINTISIETE (27) MESES de prisión, multa de cien salarios mínimos mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por treinta (30) meses. Sin condena en perjuicios y con derecho al subrogado de la condena de ejecución condicional por un período de dos años.
No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.
2.- HECHOS 

Se dieron a conocer mediante denuncia formulada por la directa ofendida, señora MARÍA DEIGE BEDOYA, hermana de su denunciado, el día veintitrés (23) de noviembre de 2001. En su exposición da a conocer que su colateral JESÚS ANTONIO llenó el contenido de una letra de cambio suscrita por ella “en blanco”, por un mayor valor al convenido y la ejecutó ante los Juzgados Civiles de esta capital. Por esa vía, logró embargarle un inmueble de su propiedad, concretamente una casa identificada con matrícula inmobiliaria 290-15009.
Explicó, que ese título valor lo entregó a su sobrino JOHN WINTHER -o Wilder o Wilter- BEDOYA –hijo de Jesús Antonio-, para respaldar un préstamo en dólares que requería para viajar a España. No obstante que el sobrino viajó y le dejó encomendado a su padre la devolución de la letra a la tía, éste seguramente llenó los espacios en blanco y la demandó ejecutivamente con el pretexto de que entre ellos existía una obligación, lo cual es totalmente falso, pues ella sólo firmó esa letra con el único fin ya indicado.
3.- IDENTIDAD 

Se trata de JESÚS ANTONIO BEDOYA CARDONA, hijo de María Lucila, natural de Alcalá (Valle) donde nació el trece (13) de junio de 1948, casado con Martha Lucía Sánchez, titular de la c.c. No 10’063.536, con grado noveno de instrucción, de profesión Jefe de Mantenimiento en el complejo educativo “La Julita” y residente en la carrera 10 No 24-38 de esta capital.
4.- CARGOS
La Fiscal Diecisiete Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de esta ciudad, calificó el mérito sumarial
 el día cuatro de agosto de 2003, mediante el proferimiento de una Resolución de Acusación en contra del indagado. En su decisión, le imputó autoría en: “un concurso de hechos punibles de Estafa en grado de tentativa, Fraude procesal y Falsedad en documento privado, de que trata el Código Penal en su libro II, Títulos VII y XVI, IX, capítulos tercero, octavo y tercero respectivamente, artículos 246 inciso 1,453 y 289, en concordancia con el artículo 27 del C.P., que consagra la tentativa. En este evento se dará aplicación a las reglas que rigen el concurso de conductas e conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 del C.P.”.

Esta decisión fue objeto de apelación y recibió confirmación en segunda instancia por parte de la Fiscalía Primera Delegada ante este Tribunal
, autoridad que en su momento dio validez a los cargos tal y como fueron confeccionados en la primera instancia.
5.- FALLO 

Al asumir la decisión de fondo mediante sentencia, el titular del Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital, no compartió los argumentos defensivos y consideró que existían fundamentos probatorios suficientes para tener por acreditados tanto los elementos materiales de los punibles en concurso, como la autoría y responsabilidad en cada uno de ellos por parte del acusado BEDOYA CARDONA.

A su entender, no es cierto que la señora MARIA DAIGE, hermana del procesado, haya suscrito dos títulos valores y que en realidad hubiese contraído una obligación a favor de su hermano. Por lo mismo, éste obró con dolo al intentar engañar al Juez Civil presentando para su ejecución un título valor espurio. Consideró que era atinado el concurso material efectivo entre los tipos penales de Falsedad en documento privado, Fraude Procesal y Estafa tentada, por cuanto cada uno de los intereses colectivos y particulares puestos en juego así lo permitía.

Inatendió el argumento de la defensa según el cual: se violó el principio de investigación integral al no haberse allegado a la causa el testimonio del prestamista YESSID HERNÁNDEZ, única persona que podía esclarecer todo este episodio, lo mismo que el de su hijo que está en España (por medio de autoridad comisionada), pues considera que no es verdad que el prestamista hubiese podido reconocer el título que tuvo en su poder como aquél que presentó el procesado ante la Fiscalía, por cuanto lo que en realidad pasó por sus manos fue el documento con el que finalmente demandaron a la señora MARIA DAIGE, no el entregado durante la injurada, tal y como se infiere del experticio grafotécnico.

Finiquitó el asunto con un fallo de condena, por medio del cual impuso como pena privativa de la libertad la equivalente a veintisiete (27) meses de prisión, cien (100) salarios mínimos mensuales vigentes -como multa-, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por treinta (30) meses, como autor material responsable en los delitos de Falsedad, Fraude Procesal y Estafa bajo el moderamen de la tentativa.

6.- RECURSO

6.1.- Apoderado de la Parte Civil

A su juicio, el Juez a quo obró con infinita largueza. Fue condescendiente o benevolente con el acusado por cuanto lo sentenció a una pena muy baja, se equivocó en la imposición de la multa, al igual que en los perjuicios y en la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional.

Con respecto a la pena, no tuvo en consideración que se trató de una doble Falsedad, lo mismo que un doble delito de Fraude Procesal. Asimismo, dijo partir del delito más grave -Fraude Procesal-, pero terminó aplicando las reglas de la Estafa por cuanto disminuyó lo concerniente a la rebaja por reparación que únicamente opera para los delitos contra el patrimonio económico. Igual hizo en el caso de la multa, con lo cual violó el principio de legalidad.

La realidad, a su modo ver, indica que no existió una tal indemnización de perjuicios, pues lo único que hizo el procesado fue cancelar lo correspondiente con las costas procesales en el juicio civil. Así las cosas, dejó de pagar los de índole material que le generó este percance a la denunciante, al igual que los morales por el sufrimiento que le causó el haber tenido por dos años embargada su casa de habitación. Incluso, no ve justo que se excluyan las sumas dejadas de percibir por todos los meses que el inmueble estuvo en poder de un secuestre, persona ésta que se apropió de esas cantidades y hubo necesidad de denunciarlo penalmente.

Sus cálculos indican que la pena es superior a los tres (3) años de prisión y por lo mismo no se hace acreedor al subrogado de la condena de ejecución condicional por expresa prohibición legal.

6.2.- Defensor

Insiste y persiste en su tesis defensiva, según la cual los que se suscribieron por parte de la ahora denunciante fueron dos y no una letra de cambio. Ese planteamiento, avala lo dicho por su representado en indagatoria cuando explicó que en momento alguno alteró la letra firmada en blanco por su hermana para garantizar el préstamo de los dólares, en atención a que éste título fue devuelto por el prestamista y de él hace entrega a la Fiscalía. Lo que él utilizó para ejecutar a MARIA DAIGE, fue otra letra que también suscribió con el fin de reconocer el derecho que tiene en el 50% de la casa que les quedó como herencia de su señora madre por el hecho de no haber dejado testamento.

Le parece muy extraño que ese documento que allegó a la Fiscalía haya resultado falso al decir del experto en grafología, razón por la cual se atreve a insinuar varias posibilidades que podrían explicar esa situación: i)- que fue el prestamista quien lo falsificó, ii)- que fue el hijo del procesado, JHON WINTER, o iii)- que fue la propia denunciante. Cualquiera de ellas es factible habida consideración a que el perito “no endilgó la autoría de esa firma apócrifa a su representado, pues ni siquiera se le pidió que se pronunciara en tal sentido”.

A esa falta investigativa corresponde añadir, afirma, el hecho de no obtenerse la declaración del prestamista HERNÁNDEZ, como tampoco el testimonio del hijo del acusado que se halla en el exterior, pues de haberse hecho como fue lo solicitado con insistencia, otro hubiese sido el resultado de esta investigación.

En síntesis, alega que en momento alguno se le quiso cobrar a doña MARIA DAIGE una obligación inexistente y para ello la versión que ofrece su cliente está corroborada en todo sentido por los testimonio de su esposa e hijos, personas éstas a quienes les consta que se trató de dos títulos valores diferentes y que uno de ellos fue entregado por la progenitora ya fallecida para que no perdiera la mitad de la casa.

7.- Para resolver, se considera
El quid del asunto, el tema probandum, se reconduce al hecho de establecer si la señora MARÍA DAIGE en verdad firmó dos letras de cambio (la que suscribió en blanco a favor de su sobrino para respaldar la entrega de mil dólares de parte del prestamista YESSID HERNÁNDEZ; y otra, que se hizo valer por la suma de cincuenta millones de pesos y que fue librada a favor de su hermano para garantizar el 50% en la propiedad de una casa tras la muerte de la progenitora), como lo manifestó el hoy acusado; o si, por el contrario, ella no firmó dos sino una sola letra, es decir, la que le facilitó a su sobrino y que según se afirma fue abusivamente completada a conveniencia por el hermano para ejecutarla por una obligación inexistente, como lo sostiene la denunciante.

De esa situación concreta depende la absolución o la condena, pues si en verdad fueron dos los títulos emitidos, habría que concluir que el procesado BEDOYA CARDONA dice la verdad y que la denuncia constituye un medio para desconocer una obligación pendiente. Y si fue uno solo, forzosamente habrá condena, por cuanto ello indicaría el ardid en cabeza de JESÚS ANTONIO, persona que habilidosamente se habría apoderado del mencionado título para hacerlo valer fraudulentamente ante las autoridades judiciales y en perjuicio del patrimonio económico de MARÍA DAIGE.
Dirá la Sala, desde ya, que el acervo probatorio indica que efectivamente se firmó UNA LETRA y no dos, con lo cual, Fiscal, Juez y apoderado de la Parte Civil tienen razón en sus aseveraciones. A esa conclusión se llega luego de confrontar todos los elementos de convicción que se poseen en el plenario con los argumentos expuestos por la defensa en sus diversas intervenciones, incluidos por supuesto los contenidos en el recurso ante esta instancia. Obsérvese:

· La versión ofrecida por la denunciante terminó siendo respaldada de manera directa por el señor LEONEL DE JESÚS JARAMILLO RAMÍREZ
, compañero permanente de la señora madre de la denunciante y testigo de excepción en criterio de la Sala, por cuanto era persona sabedora de varias situaciones bien trascendentes para la definición del caso (como quiera que convivió por espacio de 34 años con doña MARÍA LUCILA BEDOYA). Persona que no sólo presenció el momento en el que MARIA DAIGE suscribió el título valor en blanco para respaldar los dólares, sino que fue claro en decir que la madre de ésta NO DEJÓ BIENES al momento de su muerte. Ya en forma indirecta, lo vertido por la denunciante también encontró respaldo en los testimonios de GIOVANI BEDOYA
 y ADIELA ARTEAGA RÍOS
, quiens se enteraron por comentarios de lo ocurrido.
· La esposa e hijos del procesado, también dan cuenta de la suscripción del referido título y quisieron solidarizarse con él, sin embargo, sus dichos no salen bien librados en una confrontación probatoria pues téngase en cuenta que la hija de nombre FRANCY STELLA BEDOYA
, nos dice que la letra que respaldaba los dólares fue recogida y devuelta a MARÍA DAIGE, lo cual no es cierto, porque es su propio padre quien asegura que ha aportado a esta investigación penal la que recuperó del señor HERNÁNDEZ tan pronto le pagó. De igual modo, la esposa del comprometido también sostiene que hubo un segundo documento, no otro que el confeccionado para garantizar el 50% de la casa, del cual dio cuenta la madre de DEIGE antes de morir y por eso fueron a reclamarlo a su residencia. Afirmación que está en abierta contradicción con lo manifestado por el señor LEONEL DE JESÚS JARAMILLO, quien fue enfático en explicar que la casa sobre la cual pesaba el embargo en realidad era de MARIA DEIGE (la adquirió con dineros que enviaba desde el exterior con esa finalidad) y que tanto él como su compañera vivieron en esa residencia pero “de arrimados”. Es decir, se desmorona así uno de los principales pilares defensivos, consistente en que el origen de ese segundo título era garantizar la mitad de una casa que le correspondía por herencia a JESÚS ANTONIO.
· Para rematar, también se quebró la segunda fuente de credibilidad en la tesis defensiva, cuando el grafólogo forense estableció la falsedad de la letra que se atrevió a presentar JESÚS BEDOYA a la Fiscalía al momento de su indagatoria (la firma de la deudora fue objeto de imitación), pues con este segundo documento “supuestamente cancelado” quiso sostener, en vano, que se trataba de dos títulos valores distintos y que por tanto la confundida era ella y no él.  
· Simultáneamente, se supo que la letra con la cual fue embargada la casa de la quejosa en el ejecutivo tramitado ante el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta capital, sí contiene su firma autógrafa, esto es, se trata en verdad del título cuyos espacios en blanco fueron abusivamente ocupados contrariando las indicaciones dadas por el obligado (fue alterada en las fechas de creación y vencimiento, en su valor y en el nombre del beneficiario), con el fin último de engañar a un funcionario judicial en perjuicio de patrimonio ajeno.
Lo planteado por el togado que asiste los intereses del procesado, no tiene asidero probatorio, antes por el contrario, son argumentos inatendibles en sana lógica por lo siguiente:
- Que inexplicablemente la firma que estampó la señora DAIGE en la letra presentada por su cliente a la Fiscalía como respaldo a sus exculpativas, extrañamente resultó adulterada. No es de extrañarse. Es que no podía ser de otra manera, porque ella sólo firmó UNA, la que fue alterada en su contenido y presentada para su cobro ante el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta capital.
- Que no está probado que su cliente fue quien alteró esa rúbrica porque el perito no llegó a esa conclusión, simplemente JESÚS ANTONIO la recibió del prestamista HERNÁNDEZ y tal cual la presentó a la Fiscalía, en consecuencia, también cabe pensar que pudo ser éste el autor de esa alteración. La afirmación no tiene sentido, porque el prestamista no necesitaba alterar nada, sencillamente le bastaba llenar los espacios en blanco de conformidad con lo acordado con la deudora y hacerla efectiva como era su derecho. Además, la pericia no podía llegar a precisar quién fue la persona que materializó la falsedad, incluso, ese dato resulta irrelevante en la averiguación, toda vez que aquí está claro que quien tenía interés en esa alteración y quien la presentó para su cobro a las autoridades judiciales, no fue nadie diferente a JESÚS BEDOYA, luego entonces, si no fue él quien de su puño y letra la alteró, al menos determinó a otro a que lo hiciera para darle el uso ahora reprochado. 
- Se duele el señor Defensor que al testigo YESSID HERNÁNDEZ –prestamista cuyo verdadero nombres es JHON JAVIER HERNÁNDEZ según se supo a último momento en la audiencia de juzgamiento-, no se le pudiera hacer comparecer, pues habría despejado muchas dudas. Tampoco hay acierto en esa aseveración, por cuanto lo que el señor litigante pretendía con ese testimonio, según lo afirma, era: “dejar en claro quién le pagó la obligación, si en verdad se trata de un título diferente a aquél que sirvió de recaudo al proceso ejecutivo, y cuánto estuvo en su poder?”  Y si eso es lo que se pretendía probar, resulta que otros elementos de juicio enseñan que, o era irrelevante establecer esos datos, o ya están debidamente acreditados con otros medios probatorios. En efecto, saber quién pagó la obligación, sobra por cuanto nadie duda que pudo ser el señor JOSÉ ANTONIO quien lo hizo; que se trata de un título diferente, es situación que ha quedado dilucidada con el experticio técnico en donde se indica que uno de ellos en realidad no fue elaborado por la señora DAIGE, razón por la cual deja fuera de base cualquiera otra información testimonial a ese respecto; y, cuánto estuvo en su poder, es también algo irrelevante, pues probado está que la aquí denunciante no ha negado que ella sí giró la letra de cambio en respaldo a los dólares que ese prestamista le iba a entregar a su sobrino. 
- Que la susodicha imitación también la pudo hacer el sobrino o la propia DAIGE. Carece de sentido la afirmación, por cuanto ninguno de los dos tendría razón o motivo para actuar de esa manera. El primero, porque era un beneficiado con la expedición de ese título y ya se encontraba en el exterior cuando esta situación se produjo. La segunda, porque semejante maquinación es inconcebible, pues sería tanto como poner en riesgo su propio patrimonio sin causa justificada.
En esas condiciones, el Tribunal no encuentra desfase alguno en la decisión adoptada por la primera instancia y por lo mismo concluye que la responsabilidad atribuida al justiciable BEDOYA CARDONA tiene soporte probatorio válido y suficiente.

Siendo así, entramos a considerar lo que corresponde al recurso presentado por el señor apoderado de la Parte Civil. Su inconformidad gira alrededor de tres temas: la punibilidad, los perjuicios y subrogado.
PUNIBILIDAD
Censura el profesional, que el Juez a quo fuera tan condescendiente con el acusado al momento de fijar el monto de la pena, pues dijo partir de la pena más grave (en nuestro caso el Fraude Procesal) pero terminó dándole todos los beneficios propios del delito contra el patrimonio económico (Estafa) en particular lo relativo a la indemnización de perjuicios, lo cual tampoco es cierto.
De igual modo, hizo caso omiso a la multa como pena principal pecuniaria, cuando esta no podía obviarse. 

Dentro de esa oposición, considera que la pena debió tasarse en forma más severa habida consideración a que se trató de dos Fraudes Procesales, uno cometido ante el Juez Civil y otro cometido en la misma Fiscalía; igualmente, de dos Falsedades en documento privado, una cometida en el título que presentó para su ejecución por la vía civil, pues allí alteró su contenido a efectos de mostrar un monto mayor al realmente adeudado, y otra la cometida en un segundo título que exhibió a la Fiscalía para intentar excusar su delito.
Nos referiremos dentro de este acápite en primer término a la duplicidad en el concurso homogéneo, luego a la elección del tipo penal de mayor gravedad y los descuentos que proceden y, finalmente, al tema de la multa.
Concurso homogéneo
No le quita razón el Tribunal a los planteamientos de la parte inconforme, cuando aduce que aquí fueron plurales las Falsedades y plurales los Fraudes Procesales; sin embargo, la Corporación tiene que ceñirse, no puede ser de otra forma, a lo contenido en las Resoluciones de Acusación a efectos de establecer la congruencia entre esos cargos y lo definido mediante sentencia de condena.
Un vistazo a las Resoluciones de primera y segunda instancias, nos lleva a considerar que la Fiscalía en sus dos niveles, si bien advirtió esa dupla de falsedades y fraudes, no los definió en los términos en que ahora lo pretende el distinguido recurrente. Se explica:
Al momento de la calificación, la Fiscalía en primera instancia sólo tuvo en consideración el Fraude Procesal cometido dentro del proceso ejecutivo adelantado ante el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, y de manera tangencial un segundo hecho de similar envergadura por haber presentado el título espurio ante la propia Fiscalía
. Adicionalmente, el mismo ente Fiscal en su exposición acusatoria, también desechó la posición de la Parte Civil en cuanto a ser el delito de Estafa consumado, pues al respecto adujo que no hay evidencia de ello en el proceso.

Ya en la decisión de segunda instancia proferida por la Fiscalía Delegada ante este Tribunal, también se menciona ese hecho fraudulento ante la Fiscalía instructora
, pero contrario a lo pretendido por el apoderado de la Parte Civil, lo que allí se concluye es que estamos en presencia de un concurso aparente y no efectivo. Textualmente se dijo que el FRAUDE PROCESAL tenía asidero en la incorporación del título por medio del cual se quiso ejecutar una deuda inexistente por los $50´000.000.oo ante el Juzgado Civil; la ESTAFA en grado de tentativa en el perjuicio que se quería hacer derivar por esa vía a un tercero, en nuestro caso la señora MARIA DAIGE; y, la FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO de la conducta consistente en presentar ante la Fiscalía  una segunda letra con el fin de demostrar que la ofendida giró dos títulos y no uno solo. 
En esos términos, se precisó que esos eran los únicos delitos que se observaban en este averiguatorio, pues a renglón seguido la segunda instancia dejó en claro que el FRAUDE PROCESAL y la ESTAFA no se subsumían por atentar contra bienes jurídicos distintos y por lo mismo el concurso era efectivo -como lo tiene decantado la jurisprudencia patria-; empero que “cuando se exhibió la letra de cambio falsa, para demostrar que la denunciante había girado dos letras, podía hablarse de otro fraude procesal, pero resulta más apropiado imputar en este caso la FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO, dentro de la cual, quedó subsumido el fraude, pues podríamos hablar aquí de un concurso aparente de tipos que se resuelve por el de mayor riqueza descriptiva, es decir, por la Falsedad en Documentos, que incluye también el uso, que –sic- este caso sería la exhibición ante la Fiscalía”.
De esta manera, por el aspecto de la congruencia, hay que concluir que la decisión del Juez a quo debe acatarse pues no desbordó los cargos que fueron señalados por la Fiscalía General de la Nación; esto es, el funcionario respetó los límites de la acusación como era su deber hacerlo, independientemente de si se comparte o no la tipificación hecha por parte del órgano constitucionalmente encargado de hacerlo, habida consideración a que esa adecuación típica no sufrió cambio sustancial dentro de lo surtido en el juicio como bien pudo haber sucedido de conformidad con lo previsto en la legislación procesal vigente para este caso.

Tipo penal de mayor gravedad y descuentos

Indudablemente, el tipo de mayor gravedad para efectos de concretar la pena por el concurso es, en el caso que nos convoca, el Fraude Procesal como bien lo indicó el a quo, empero, tiene razón el profesional recurrente cuando indica que la pena establecida para ese punible no podía ser disminuida en atención a la supuesta reparación de los perjuicios, dado que este descuento sólo está diseñado para incidir en los delitos contra el patrimonio económico.
Por obvias razones, esa disminución de pena por resarcimiento integral, debía considerarse a efectos de estimar cuál de los dos punibles en concurso heterogéneo estaba sancionado por el legislador con una pena mayor, en aras de su elección para la tasación en la figura del concurso, pero no era dable al fallador una vez elegido el de mayor gravedad -Fraude Procesal- adjudicarle a éste los potenciales descuentos propios del delito contra el patrimonio económico -Estafa en grado de tentativa- que no fue el finalmente seleccionado como el de mayor gravedad para efectos del concurso.
Lo que corresponde por tanto en esta instancia, es eliminar de la dosificación hecha en la primera instancia, lo concerniente a esa disminución de pena por pago integral, lo cual arroja el siguiente resultado:
No ofrece reparo alguno el haberse tomado el delito de fraude procesal como el de mayor pena, en atención a que de conformidad con lo dispuesto en el original artículo 453 de la Ley 599 de 2000, se sanciona con prisión entre 48 y 96 meses; tampoco que se hubiere tomado su extremo inferior como la pena a imponer. Aclarado lo anterior, debe decirse también que no podía seguirse el proceso de dosificación punitiva de la manera genérica en que se hizo, porque era preciso detenerse en cada uno de los delitos concursales, para analizar los otros fenómenos jurídicos que sobre ellos hacían presencia.

En ese entendido, se tiene que en lo que hace con el delito de Estafa, modalidad tentada, sus cotas punitivas según lo dispone el artículo 246 del C.P., son 24 y 96 meses de prisión, respectivamente. Sobre los mismos debe tenerse en cuenta que según lo dispone el artículo 27 ejusdem, por tratarse de una conducta punible no consumada, no deben ser inferiores a la mitad del mínimo -12 meses- ni superiores a las tres cuartas partes del máximo -72- meses. Para el Tribunal, dado el tratamiento punitivo otorgado en la primera instancia, no hay óbice para que para este particular delito, se escoja también la mínima sanción posible, es decir, la de 12 meses de prisión. Una vez logrado este guarismo, es el momento en que se debe aplicar la disminución punitiva por el fenómeno postdelictual de la indemnización de perjuicios, según las voces del artículo 269 del Código Penal. Así las cosas, la Sala estima que es pertinente conceder por este aspecto, una disminución de la mitad de la sanción, de tal manera que la pena concreta por este ilícito, será de seis (06) meses de prisión.

En relación con el delito de Falsedad en documento privado, la Sala tampoco encuentra reparo en imponer la sanción mínima contemplada en el dispositivo penal 289 (12 a 72 meses), de suerte que por esta conducta punible la pena será de doce (12) meses de prisión.

Ahora sí, establecidas las penas individualmente consideradas para cada una de las conductas punibles, corresponde realizar el cálculo en aplicación de la figura concursal (art. 31 C.P), que exige que la pena resultante no sea superior a su suma aritmética. En ese orden de ideas, estima esta colegiatura que lo procedente es adicionar dos (2) meses por la Estafa y cuatro (4) meses por la Falsedad en documento privado (en proporción al quantum punitivo ya referido), con lo cual, la pena definitiva que deberá purgar el señor BEDOYA CARDONA será de CINCUENTA y CUATRO (54) MESES DE PRISIÓN.    
El término de la pena de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas será de cinco años que es el mínimo establecido para el delito de Fraude Procesal, único tipo penal que la consagra como pena principal dentro de las conductas en concurso.
Multa
Sobre el punto contamos con dos memoriales presentados por el señor apoderado de la Parte Civil recurrente: en el primero se afirma que el Juez a quo omitió un pronunciamiento acerca de la pena principal pecuniaria; en el segundo, ya se corrige la presentación para decir que el error consiste en haberse degradado la pena de multa en la mitad, cuando esto sólo operaba para el delito contra el patrimonio económico.
A decir verdad, asiste razón al profesional inconforme en lo que se indicó en el segundo memorial y no en el primero, habida consideración a que el Juez de primer grado sí hizo expresa alusión al monto de la multa que correspondía en este caso, pero le hizo una disminución que no correspondía. Siendo así, también en lo atinente con la multa este Tribunal hará la pertinente corrección. Para  ello, debe tenerse en cuenta que la conducta punible de Fraude Procesal, también tiene aparejada como pena principal la multa, que para este específico caso oscila entre 200 y 1000 s.m.l.m.v. En consonancia con lo afirmado en el acápite precedente respecto de la pena aflictiva de la libertad, se considera que la sanción pecuniaria debe ser por su cantidad menor, lo que significa que su monto será de doscientos (200) s.m.l.m.v.
PERJUICIOS

Sobre el tema se dijo en la sentencia de primer nivel, textualmente: “Sin lugar a tasarlos. Los morales no se dieron y los materiales ($ 1’365.000.oo) fueron cancelados”. A ello se opone la Parte Civil, porque: i)- no es cierto que haya pagado perjuicios materiales, lo único que hizo fue cancelar dentro del proceso ejecutivo con sentencia desestimatoria “las simples costas de la actuación fracasada”; ii)- menos los morales derivados del sufrimiento de la víctima durante los dos años que tuvo embargado el bien, y iii)- nunca hubo indemnización por lo dejado de percibir en consideración a las apropiaciones de dineros por parte del secuestre designado en el proceso ejecutivo, muy a pesar de la acción penal que se siguió en su contra.

A todo ello hay que decir que los bienes jurídicos afectados en el presente caso son: el Patrimonio Económico en lo que hace a la Estafa, misma que se tipificó en grado de tentativa al no haberse presentado la obtención de un provecho ilícito por parte del acusado; la Recta Impartición de Justicia en lo referido al Fraude Procesal y la Fe Pública en cuanto hace a la Falsedad Documental. Sólo en lo atinente al primero de los intereses en conflicto, sería atinado pensar en una indemnización para la señora MARÍA DAIGE BEDOYA, por cuanto los restantes bienes representan entidades abstractas que no conllevan en sí mismas consideradas una afectación a los intereses de orden material o moral para la denunciante.

Por obvias razones, tanto los perjuicios morales en su doble estimación de subjetivos y objetivados, como los materiales o patrimoniales en cuanto a daño emergente o lucro cesante, deben tener un sustento válido. En cuanto a los primeros -los extrapatrimoniales-, la Sala no aprecia por parte alguna y en concreto, una situación diferente a la estrictamente económica que pudiera justificar una condena en tal sentido, dado que la aflicción que pudo generar el embargo del bien, es una situación consustancial e inherente a un interés de índole monetario y a esa esfera debe quedar reducido. Con respecto a los materiales, más allá de las susodichas costas procesales ya canceladas, tampoco se aprecia prueba fehaciente en torno a otro tipo de emolumentos que deban ser reconocidos a favor de la señora BEDOYA CARDONA, por cuanto desde la misma demanda de constitución de Parte Civil se hizo constar que éstos tenían por fuente: “los costos que ha tenido que afrontar la ofendida a raíz del proceso ejecutivo que inmerecidamente le instauró su hermano”. Y más adelante se agregó: “igualmente, en la prohibición de recibir las rentas del inmueble, puesto que éste se encuentra embargado y secuestrado, aparte del inminente peligro en que se encuentra de perderlo por vía de la acción judicial”, cuando la realidad indica que esas sumas que lamentablemente se dejaron de percibir por efecto de una supuesta acción delictiva del secuestre a quien se delegó el cuidado de la cosa, es situación que atañe a esos otros procedimientos adelantados para sancionar esa conducta, sin que quepa hacerse extensiva una petición resarcitoria por ese concepto dentro del presente proceso.

No obstante, la Sala considera que hay lugar a condenar en costas al sentenciado BEDOYA CARDONA dentro del trámite que nos convoca, habida consideración a los gastos que ha representado para la interesada la presencia de un apoderado de la Parte Civil en este asunto, lo mismo que por tener origen esta acción penal en un trámite civil que nació precisamente en el comportamiento doloso del hoy sentenciado. La liquidación de las que se hayan causado en las instancias se hará por la Secretaría de esta Corporación.
SUBROGADO

Por expresa prohibición legal (art. 63 C.P.) y además por la gravedad de las conductas cometidas en contra de su colateral, la Administración de Justicia y la Fe Pública, no hay lugar a la concesión de beneficio liberatorio alguno. En consecuencia, se librará la correspondiente orden de captura en su contra en el momento en que este fallo adquiera firmeza con su ejecutoria material.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue de carácter condenatorio, pero se MODIFICA en lo siguiente: i)- La pena principal privativa de la libertad quedará en cincuenta y cuatro (54) meses de prisión; ii)- La pena principal pecuniaria de multa, se fija en doscientos (200) s.m.l.m.v. ; iii)- La inhabilitación de derechos y funciones públicas quedará establecida por el término de cinco (5) años; iv)- Se declara que el sentenciado JESÚS ANTONIO BEDOYA CARDONA, no tiene derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena; en consecuencia, una vez en firme esta sentencia por haber causado ejecutoria material, se librará la correspondiente orden de captura para que la sanción se haga efectiva; y v) Se condena al procesado BEDOYA CARDONA a cancelar las costas procesales que se hubieren causado en las instancias, su liquidación se hará por la Secretaría de esta Corporación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         
MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORALES
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Fl. 175 s.s.


� Fl. 199 s.s.


� Fl. 66 fte. y s.s.


� Fl. 18 fte y vto. y s.s.


� Fl. 23 fte. y vto.


� Fl. 146 fte y s.s.


� Cfr. fls. 181 y 182 fte.


� Cfr. fl. 205 fte.
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